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a Sala Laboral del Tribunal 
Superior de Justicia (TSJ) de 
Córdoba admitió el recurso 

de casación de la demandada, 
anuló el pronunciamiento que 
había considerado justificado el 
despido indirecto, rechazó las in-
demnizaciones derivadas del dis-
tracto y de la deficiente registra-
ción y dejó sin efecto la condena a 
ampliar el certificado de trabajo.  

Para resolver así, concluyó que 
los incumplimientos invocados 
por la trabajadora habían sido 
mayoritariamente desacredita-
dos y que la duda subsistente res-
pecto de la fecha de ingreso no 
configuraba una injuria suficien-
temente grave para tornar impo-
sible la continuidad de la relación 
laboral.  

El fallo fue dictado por Luis An-
gulo, Luis Rubio y Domingo Se-
sin, en la causa promovida por C. 
M. M. contra L. A. Z. La sentencia 
recurrida había admitido parcial-
mente la demanda y condenado a 
la empleadora al pago de indem-
nizaciones previstas en la ley 
26844, además de otros concep-

tos, considerando legítimo el des-
pido indirecto dispuesto por la 
trabajadora.  

La actora había intimado el 10 
de agosto de 2020 para que se 
aclarara su situación laboral, se 
corrigieran fecha de ingreso y ca-
tegoría y se abonaran diferencias 
salariales.  

Ante el rechazo de esos requeri-
mientos, el 26 de agosto de ese 
año hizo efectivo el apercibi-
miento y extinguió el vínculo.  

El tribunal anterior consideró 
que la negativa de la empleadora 
a modificar la fecha de ingreso 
constituía una injuria que justifi-
caba esa decisión.  

Sin embargo, el TSJ destacó que 
la pericia informática había des-
acreditado la versión según la 
cual la empleadora rechazó una 
licencia médica, manifestó que 
necesitaba una trabajadora que 
no fuera paciente de riesgo y co-
municó verbalmente el despido.  

Por el contrario, el intercambio 
entre las partes había terminado 
con expresiones que revelaban la 
posibilidad de continuar dialo-

gando y posteriormente la emple-
adora manifestó expresamente su 
intención de mantener el vínculo.  

 
Categorización 
También había quedado descarta-
do que C. M. M. estuviera incorrec-
tamente categorizada o que hubie-
ra percibido remuneraciones infe-
riores a las legalmente correspon-
dientes por su jornada. De las tres 
injurias invocadas, por lo tanto, só-
lo permanecía controvertida la fe-
cha real de ingreso.  

Sobre este punto, la Sala consi-
deró insuficiente el testimonio uti-
lizado para establecer el comienzo 
de la relación el 5 de febrero de 
2018. La testigo únicamente había 
realizado una estimación tempo-
ral, mientras los restantes decla-
rantes coincidieron en circunstan-
cias familiares que explicaban que 
la prestación hubiera comenzado 
a mediados de marzo.  

Esa prueba resultaba además 
concordante con la documenta-
ción laboral aportada por la de-
mandada, entre ella constancias 
de inscripción y aportes, certifica-
ciones, documentación de la ART y 
recibos de sueldo. Fijar el inicio la-
boral en febrero, concluyó el TSJ, 
transgredió las reglas de la sana 
crítica racional.  

La Sala añadió un segundo argu-
mento determinante. Incluso 
aceptando como hipótesis que hu-
biera existido alguna diferencia en-
tre la fecha real y la registrada -esti-
mada entre uno y dos meses-, esa 
circunstancia debía ponderarse 
junto con el hecho de que los res-
tantes incumplimientos denuncia-
dos habían sido descartados.  

Justificar el despido indirecto en 
esas condiciones implicaba apar-
tarse del mandato de evaluación 
prudencial impuesto por el art. 242 
LCT, aplicable mediante el art. 72 
inc. a de la ley 26844. El cuadro 
acreditado no mostraba una inju-
ria de gravedad capaz de impedir 
la prosecución del vínculo.  

Por ello, en el fallo se rechazó las 
indemnizaciones de los arts. 49, 
43, 44 y 50 de la ley 26844 y las deri-
vadas de los DNU 34/2019 y 
528/2020.  

Asimismo, dejó sin efecto la obli-
gación de ampliar el certificado de 
trabajo porque no se demostró 
una fecha de ingreso diferente de 
la consignada, e impuso las costas 
por su orden al considerar que las 
particularidades del caso pudieron 
generar en la actora la creencia de 
que tenía derecho a reclamar.

La mayoría de los incumplimientos denunciados no fueron acreditados y la eventual 
diferencia en la fecha de ingreso no justificaba por sí sola la ruptura del vínculo laboral

Rechazan indemnizaciones  
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la Nación (CSJN) hizo lugar a las 
quejas presentadas por los abo-
gados Bengt Martín Högberg y 
Luisa Soledad Adaro, declaró 
procedentes sus recursos ex-
traordinarios y dejó sin efecto la 
sentencia que había reducido a la 
mitad sus honorarios por la ac-
tuación profesional desarrollada 
en un amparo de salud, al consi-
derar que la decisión carecía de 
fundamentación suficiente, se 
apartaba de las disposiciones de 
la ley 27423 y no explicaba ade-
cuadamente las razones que jus-
tificaban disminuir la regulación 
de 20 a 10 UMA.  

En consecuencia, ordenó que 
se dicte un nuevo pronuncia-
miento y distribuyó las costas 
conforme al principio objetivo de 
la derrota.  

El caso se originó a partir de la 
regulación de honorarios efec-
tuada por el juez de primera ins-
tancia a favor de Högberg y Adaro 
por su intervención en un proce-
so de amparo en materia de sa-
lud. Al aplicar la Ley N⁰ 27423 de 
Honorarios Profesionales de 
Abogados, Procuradores y Auxi-
liares de la Justicia Nacional y Fe-
deral, el magistrado estableció 
una retribución conjunta de 20 
UMA. Apelada esa decisión, la Sa-
la II de la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Contencioso-
administrativo Federal redujo el 
monto a 10 UMA en total.  

Para resolver de ese modo, la 
cámara señaló que una retribu-
ción equitativa y justa no debía 
resultar exclusivamente de la 
aplicación automática de los por-
centajes arancelarios cuando ello 
produjera una evidente e injusti-
ficada desproporción con la tarea 
realizada. Añadió que el valor 
económico del juicio no constitu-
ía la única pauta para regular ho-
norarios y mencionó la naturale-
za del asunto, el art. 48 de la ley 
27423 y el motivo, extensión, cali-
dad jurídica y resultado de la la-
bor profesional.   

Los abogados cuestionaron esa 
reducción mediante recursos ex-
traordinarios y, ante su denega-
ción, acudieron en queja. Sostu-
vieron que disminuir los honora-
rios por debajo de 20 UMA impli-
caba prescindir del art. 48 de la 
ley 27423 sin declarar su inconsti-
tucionalidad y denunciaron una 
fundamentación meramente 
aparente. También señalaron 
que no se había explicado cómo 
fueron valoradas la magnitud de 
las tareas, la responsabilidad pro-
fesional, la complejidad del liti-
gio, el interés económico involu-
crado ni la contribución de cada 
abogado al resultado del proceso.  

 
Cuestiones ajenas 
La CSJN recordó que, aunque las 
cuestiones relativas a honorarios 
son en principio ajenas al recur-
so extraordinario, esa regla ad-

mite excepciones cuando “la de-
cisión carece de fundamentación 
válida que la sustente por basar-
se en afirmaciones dogmáticas” 
o prescinde de aplicar la ley sin 
declarar su inconstitucionalidad, 
afectando las garantías de pro-
piedad y defensa en juicio.  

Asimismo, la CSJN destacó que 
el art. 16 de la ley 27423 enumera 
las pautas que deben ponderarse 
para determinar los honorarios y 
establece que los jueces no pue-
den apartarse de los mínimos le-
gales. A su vez, el art. 48 dispone 
que, cuando un amparo no sea 
susceptible de regulación confor-
me a la escala aplicable a proce-
sos de contenido pecuniario, co-
rresponde utilizar aquellas pau-
tas “con un mínimo de veinte (20) 
UMA”.  

El fallo observó un defecto deci-
sivo: la cámara no había determi-
nado si el proceso principal era o 
no susceptible de apreciación pe-
cuniaria. Si carecía de contenido 
patrimonial, no podía fijar menos 
de 20 UMA sin declarar la incons-
titucionalidad del art. 48 o des-
arrollar una argumentación que 
justificara apartarse de él. Si, por 
el contrario, tenía contenido eco-
nómico, debía establecer la base 
regulatoria y aplicar la escala co-
rrespondiente del art. 21. La au-
sencia de cualquiera de esas ex-
plicaciones impedía considerar a 
la resolución como una sentencia 
fundada en ley.  

Además, la CSJN reprochó que 
la cámara se limitara a mencionar 
genéricamente las pautas del art. 
16. El art. 15 exige que la regula-
ción sea fundada y practicada con 
cita de la disposición aplicada, 
aclarando expresamente que “la 
mera mención del articulado de 
esta ley no será considerada fun-
damento válido”. En el caso, no se 
explicó qué aspectos concretos 
del trabajo profesional justifica-
ban reducir a la mitad los honora-
rios fijados en primera instancia.   

Por ello, se concluyó que la 
sentencia no satisfacía la exigen-
cia constitucional de aplicación 
razonada del derecho vigente 
con adecuada referencia a los he-
chos comprobados de la causa y 
se apartaba de la solución legal 
sin declarar su inconstitucionali-
dad. Así, descalificó el pronuncia-
miento por arbitrariedad, hizo lu-
gar a las quejas, declaró proce-
dentes los recursos extraordina-
rios y dispuso que otro pronun-
ciamiento resuelva nuevamente 
la regulación de honorarios con-
forme a las pautas establecidas. 

Reducir honorarios a la mitad 
sin explicar las razones  
torna arbitraria la decisión
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